
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO CIVIL 

FEDERAL, EN MATERIA DE IDENTIDAD DE GÉNERO, A CARGO DE LA DIPUTADA ROCÍO DEL 

PILAR VILLARAUZ MARTÍNEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

La que suscribe, Rocío del Pilar Villarauz Martínez, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV 

Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 76, numeral 1, fracción II, 77 

y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados; somete a consideración de esta asamblea iniciativa con proyecto 

de decreto por el que se reforman y adicionan diversos artículos del Código Civil Federal, en materia de identidad 

de género, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos 

La identidad de género es el concepto que se tiene de uno mismo como ser sexual y de los sentimientos que esto 

conlleva, se relaciona con cómo vivimos y sentimos nuestro cuerpo desde la experiencia personal y cómo lo 

llevamos al ámbito público; es decir, con el resto de las personas. Se trata de la forma individual e interna de vivir 

el género, la cual podría o no corresponder con el sexo con el que nacimos. El Código Civil para el Distrito 

Federal, establece en su artículo 135 Bis, que la identidad de género “es la convicción personal de pertenecer al 

género masculino o femenino, es inmodificable, involuntaria y puede ser distinta al sexo original”. 

Por otro lado, tenemos el concepto de la concordancia sexo-genérica, mejor conocida como la vinculación entre 

la creencia de una persona para pertenecer al género deseado y el estado físico buscado. El legislador dice que se 

trata de un proceso de intervención profesional, que permite a la persona obtener concordancia entre sus aspectos 

corporales y su identidad de género.1 

Una persona transexual y una persona transgénero son aquellas que por necesidad optan por modificar de manera 

permanente sus caracteres sexuales, en el primer caso es aquella persona que al padecer disforia de género 

mantuvo un tratamiento hasta su término, el cual le permitió cambiar su aspecto físico al género deseado, de tal 

manera que existe una certeza del cambio físico. 

En el segundo, a través del reemplazo hormonal, intervenciones quirúrgicas u otras, a fin de adaptar su anatomía 

a su identidad sexo-genérica; busca inevitablemente la concordancia sexo-genérica. Por otro lado, el travestismo 

o travesti es una expresión humana caracterizada por el uso, ya sea esporádico, frecuente o permanente de 

vestimenta, lenguaje, manierismos, etcétera, que en una determinada sociedad se consideran propios del otro 

género. No padecen ningún trastorno de disforia de género, sólo buscan la apariencia del sexo contrario.2 

Identidad de género y el derecho a la reasignación sexo-genérica 

La identidad de género consiste en la autopercepción que cada persona siente en su fuero interno, mediante la 

cual asume el género como experiencia individual, sea esta equivalente o no con el sexo asignado al momento de 

su nacimiento. Incluye también la vivencia personal del cuerpo y otras expresiones de la personalidad que van 

desde la vestimenta, el modo de hablar o los modales, hasta la modificación de la apariencia o la función corporal 

a través de técnicas médicas, quirúrgicas o de otra índole, siempre que la misma sea libremente escogida. 

No debe confundirse la identidad de género con la orientación sexual. Esta se refiere a la capacidad de todo 

individuo para sentirse atraído emocional, afectiva y sexualmente hacia personas de su mismo género, de diferente 

género o de más de un género, así como la capacidad de mantener relaciones íntimas y sexuales con tales personas. 



 

 
 

Se reconocen tres tipologías de orientación sexual: la heterosexualidad, la homosexualidad y la bisexualidad, los 

cuales no son fijos, cambian de acuerdo con el tiempo y espacio. Por su parte, la identidad de género corresponde 

a la concepción que toda persona tiene de sí misma, con independencia de su sexo biológico y de la identidad de 

género que la ha sido socialmente atribuida. Se puede manifestar de diversas formas, una de ellas es el 

transgenerismo (personas trans), el cual, a su vez, puede incluir a las personas transexuales (transexualismo), a 

las personas travestis, además de la intersexualidad. 

Ambos conceptos se relacionan porque son manifestaciones del libre desarrollo de la personalidad del individuo, 

de tal forma que la identidad de género de toda persona puede coexistir con la orientación sexual de su preferencia. 

Si bien la protección de ambas categorías, identidad de género y orientación sexual, no se encuentra 

explícitamente recogida en los instrumentos internacionales de derechos humanos de carácter general, como son 

la Carta de Naciones Unidas y la Declaración Universal de Derechos Humanos de Naciones Unidas; la 

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos; además del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 

Fundamentales, la misma se encuentra implícita en tales instrumentos. 

Por lo que hace al Sistema Interamericano de Derechos Humanos, al que México pertenece, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha interpretado3 el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (CADH), relativo a la prohibición de la discriminación por diversos motivos, como el 

fundamento de protección también de la identidad sexual y de género, categorías que se encuentran implícitas en 

la referencia que el artículo hace a “otra condición social”: 

Artículo 1. Obligación de respetar los derechos 

1. Los Estados parte en esta convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en 

ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación 

alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen 

nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

La anterior consideración pone de manifiesto que los criterios específicos por los que está prohibido discriminar, 

según el artículo 1.1 de la CADH, no constituyen una lista limitativa sino meramente enunciativa. Por 

consiguiente, al abrir el campo semántico del precepto mediante la inclusión de cualquier “otra condición social”, 

aunado a una interpretación pro-persona, esto es, más favorable a la persona, la CADH prevé también que la 

identidad género y la orientación sexual son características inherentes a todo ser humano y, por tanto, protegidas 

contra toda conducta, omisión, norma o prácticas discriminatorias de las autoridades estatales y de particulares. 

Como se trata de una condición innata a la persona humana, la identidad de género y la orientación sexual ya 

aparecen reconocidas en el artículo 5 de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos 

Humanos de las Personas Mayores,4 en vigor desde el 11 de enero de 2017, que señala: 

Artículo 5 

Igualdad y no discriminación por razones de edad 

Queda prohibida por la presente convención la discriminación por edad en la vejez. 

Los Estados parte desarrollarán enfoques específicos en sus políticas, planes y legislaciones sobre 

envejecimiento y vejez, en relación con la persona mayor en condición de vulnerabilidad y aquellas que son 



 

 
 

víctimas de discriminación múltiple, incluidas las mujeres, las personas con discapacidad, las personas de 

diversas orientaciones sexuales e identidades de género, las personas migrantes, las personas en situación 

de pobreza o marginación social, los afrodescendientes y las personas pertenecientes a pueblos indígenas, las 

personas sin hogar, las personas privadas de libertad, las personas pertenecientes a pueblos tradicionales, las 

personas pertenecientes a grupos étnicos, raciales, nacionales, lingüísticos, religiosos y rurales, entre otros. 

También los considera condiciones de discriminación el artículo 1 de la Convención Interamericana contra Toda 

Forma de Discriminación e Intolerancia,5 adoptada el 5 de junio de 2013: 

Artículo 1 

Para los efectos de esta convención 

1. Discriminación es cualquier distinción, exclusión, restricción o preferencia, en cualquier ámbito público o 

privado, que tenga el objetivo o el efecto de anular o limitar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones 

de igualdad, de uno o más derechos humanos o libertades fundamentales consagrados en los instrumentos 

internacionales aplicables a los Estados parte. 

La discriminación puede estar basada en motivos de nacionalidad, edad, sexo, orientación sexual, identidad y 

expresión de género, idioma, religión, identidad cultural, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, 

origen social, posición socioeconómica, nivel de educación, condición migratoria, de refugiado, repatriado, 

apátrida o desplazado interno, discapacidad, característica genética, condición de salud mental o física, 

incluyendo infectocontagiosa, psíquica incapacitante o cualquier otra. 

En el párrafo 104 de la opinión consultiva número6 OC-24/17, relativa a la identidad de género, igualdad y no 

discriminación a parejas del mismo sexo, la CoIDH precisó: 

... las personas en su diversidad de orientaciones sexuales, identidades y expresiones de género deben poder 

disfrutar de su capacidad jurídica en todos los aspectos de la vida. Ello por cuanto la orientación sexual o 

identidad de género que cada persona defina para sí, es esencial para su personalidad y constituye uno de los 

aspectos fundamentales de su autodeterminación, su dignidad y su libertad. 

Aunado a ello, la CIDH afirma que el derecho de las personas para auto-determinar su propia identidad sexual y 

de género deriva del derecho a la identidad, mismo que, a su vez, se desprende del libre desarrollo de la 

personalidad y del derecho a la vida privada. El derecho a la identidad se vincula además con la dignidad humana, 

con el derecho a la vida y con el principio de autonomía de la persona (artículos 7 y 11 de la CADH). El 

reconocimiento de la identidad sexual y de género como manifestación de la autonomía personal es un elemento 

constitutivo de la identidad de las personas, ligada también al concepto de libertad y autodeterminación de todo 

ser humano para decidir libremente las condiciones y circunstancias que le dan sentido a su existencia. 

La identidad de género y sexual como elemento esencial de la personalidad se construye no mediante sus 

predisposiciones biológicas y físicas, sino en virtud de la autopercepción de cada individuo, en ejercicio de su 

libre desarrollo de la personalidad, autodeterminación sexual y del derecho a la vida privada. Con el 

reconocimiento, respeto, protección y garantía de dichos derechos los Estados aseguran que los individuos de 

todas las orientaciones sexuales e identidades de género puedan vivir con la misma dignidad y el mismo respeto 

al que tienen derecho todas las personas. 

En consecuencia, el derecho de toda persona a consagrar y desarrollar su identidad de género auto-percibida, 

implica también su derecho de elegir libremente y cambiar su nombre como mejor le parezca, con la única 



 

 
 

limitación de que ello no tenga por finalidad evadir la acción de la justicia y sin que se afecte la titularidad de 

derecho y obligaciones que correspondan a la persona con anterioridad al cambio de nombre, sino que solamente 

pretenda adaptar su nombre a la identidad género que cada cual defina para sí. 

Por tanto, es obligación de los Estados establecer procedimientos expeditos, confidenciales, de carácter 

administrativo, tendientes a la gratuidad, para que toda persona pueda hacer valer el reconocimiento de su 

identidad de género auto-percibida, mediante la adecuación sus documentos oficiales, así como la posibilidad de 

cambiar de nombre de pila y la imagen fotográfica, sin que para ello se exijan requisitos irrazonables, 

patologizantes o discriminatorios como certificados médicos y/o psicológicos, psiquiátricos, los cuales son 

invasivos y contradicen la autopercepción a que se adscribe cada persona, estigmatizándola.7 Ello perpetúa los 

prejuicios atinentes a la construcción binaria de géneros (masculino-femenino). 

Lo anterior implica que la identidad de género, al consistir en una construcción del fuero interno de la persona, 

no está necesariamente asociado a las transformaciones médicas o quirúrgicas del cuerpo, aunque en ocasiones 

estén presentes. Significa que el procedimiento de adecuación o cambio de nombre, imagen y referencia al sexo 

o género en los registros y documentos de identidad, no puede exigir al solicitante el que previamente se haya 

practicado intervenciones quirúrgicas de cualquier tipo ni tratamientos hormonales, esterilizaciones o 

modificaciones corporales para comprobar la identidad. Ello sería contrario al derecho a la integridad personal 

(artículos 5.1 y 5.2 de la CADH), al derecho a la vida privada (artículo 11.2), a la libertad personal (artículo 7), y 

al principio de igualdad y no discriminación (artículo 24 y 1.1). 

Se sigue de lo expuesto que la identidad de una persona trans no depende de ninguna transformación quirúrgica 

o química, sino de su auto-identificación sexo-genérica. El someterse a tales cambios no es una obligación, sino 

un derecho que deriva de los mismos principios que regulan y protegen la identidad de género y la orientación 

sexual. 

El mismo criterio ha sido adoptado por el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el criterio aislado 

siguiente: 

Reasignación sexual. Preeminencia del sexo psicosocial frente al morfológico para respetar a plenitud los 

derechos de identidad sexual y de género de una persona transexual. 

Ante los factores objetivos y subjetivos que definen a una persona, se advierte que tratándose de su identidad 

sexual y de género, se presenta en la realidad una prelación o preeminencia del factor subjetivo (sentimientos, 

proyecciones, ideales), sobre sus caracteres físicos o morfológicos (factor objetivo), de manera que derivado 

de la compleja naturaleza humana, que lleva a cada individuo a desarrollar su propia personalidad con base en 

la visión particular que respecto de sí mismo tenga, debe darse un carácter preeminente al sexo psicosocial 

frente al morfológico, a fin de respetar plenamente los derechos de identidad sexual y de género de una persona 

transexual, al ser aspectos que, en mayor medida, definen tanto la visión que la persona tiene frente a sí misma 

como su proyección ante la sociedad. 

Amparo directo 6/2008. 6 de enero de 2009. Once votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Laura 

García Velasco. 

El tribunal pleno, el 19 de octubre en curso, aprobó con el número LXXI/2009 la tesis aislada que antecede.- 

México, Distrito Federal, a 19 de octubre de 2009.8 

Finalmente, los Principios de Yogyakarta sobre la Aplicación de la Legislación Internacional de Derechos 

Humanos en Relación con la Orientación Sexual y la Identidad de Género son un instrumento de carácter 



 

 
 

orientador adoptado en 2006 por una coalición de organizaciones de la sociedad civil en materia de derechos 

humanos, y en sus numerales 2 y 3 prevén el derecho a la igualdad y no discriminación por motivos de orientación 

sexual o identidad de género. Asimismo contemplan el derecho de todo ser humano al reconocimiento de su 

personalidad jurídica, en toda su diversidad de orientaciones sexuales o identidades de género que éste elija para 

sí, sin que dicho reconocimiento dependa del sometimiento a procedimientos médicos, incluyendo cirugía de 

reasignación de sexo, esterilización o terapia hormonal, y sin que ninguna condición, como el matrimonio, la 

maternidad o la paternidad pueda ser invocada para impedir el reconocimiento de la identidad de género de una 

persona. 

Pese a que los Principios Yogyakarta no tienen carácter vinculante desde el punto de vista jurídico, han sido 

tomados en consideración por órganos de derechos humanos como la CoIDH, al emitir su opinión consultiva 

número OC-24/17 citada. 

Sin duda, la Ciudad de México ha sido un ejemplo en legislar para proteger los derechos de la comunidad 

LGBTTTI, modernizando trámites, actualizándolos y simplificándolos para que se lleven a cabo de manera pronta 

y expedita, como es el caso del trámite ante el registro civil para hacer el cambio de acta de nacimiento por 

motivos de identidad de género, el cual se modificó, considerando que es necesario comprender que las 

expresiones de la sexualidad son múltiples y cambiantes, por lo que fue una prioridad para el gobierno de la 

capital, respetar el fuero íntimo de las personas, sus sentimientos y personalismos en relación a su propia identidad 

de género y la necesidad de adecuar su aspecto físico para ajustarse a los roles de género femenino y masculino 

que la cultura actual impone. 

Para tener el contexto histórico de esta reforma, debemos mencionar que en 2008 la entonces Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal modificó la normativa y los procedimientos civiles, creó el juicio especial de 

levantamiento de acta para la concordancia por reasignación sexo-genérica, cuya resolución ordenaba la emisión 

de una nueva acta de nacimiento. 

Este juicio posibilitó a un número considerable de personas transexuales y transgénero obtener el reconocimiento 

jurídico de su personalidad, a través de la presentación de una demanda ante una jueza o un juez de lo familiar 

del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, que se debía acompañar de dos dictámenes periciales 

emitidos por especialistas en procesos de reasignación para la concordancia sexo-genérica y mediante una 

comparecencia judicial. Los citados especialistas debían explicar a la autoridad la necesidad e importancia del 

cambio de la identidad legal en razón de la identidad de género de las personas trans, al margen de su biología de 

nacimiento. 

Una vez que se obtenía una sentencia favorable, el director general del Registro Civil del Distrito Federal, en su 

función de juez (oficial) del Registro Civil, llevaba a cabo el levantamiento de una nueva acta de nacimiento con 

el nombre y género que ordenaba la resolución judicial, sin revelar la condición de la persona, verificando que se 

hubiera hecho la anotación marginal correspondiente en el acta primigenia y la reserva de ésta. El acta reservada 

debía mantenerse así, salvo que por mandamiento judicial y/o petición ministerial se solicitara la expedición de 

una constancia. Hasta febrero de 2014, sólo 164 personas habían logrado ejercer ese derecho. 

El 13 de noviembre de 2014 se aprobó una nueva reforma del Código Civil y al Código de Procedimientos Civiles 

del entonces Distrito Federal, que fueron publicadas en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 5 de febrero de 

2015, para simplificar el trámite y para desjudicializar el procedimiento de reasignación sexo-genérica para 

quienes piden el reconocimiento de una identidad de género, se tomó como ejemplo el modelo argentino. 

El reconocimiento de la identidad de género y el cambio de nombre en actas de nacimiento de personas 

transexuales es más sencillo y económico en la Ciudad de México, pues ahora es un trámite administrativo en el 



 

 
 

Registro Civil y no requiere peritajes. En ningún caso es requisito acreditar intervención quirúrgica alguna, 

terapias u otro diagnóstico y/o procedimiento para el reconocimiento de la identidad. 

Es de celebrar este avance en la garantía de los derechos fundamentales y en su labor en la construcción de la 

cultura del trato igualitario y sin discriminación. Debe señalarse la importancia de contar con un acta de 

nacimiento acorde a la identidad de género que asume cada persona, ya que permite la posibilidad de realizar otro 

tipo de trámites y solicitar servicios con dicho documento, abriendo la posibilidad de sumar en la construcción de 

la igualdad y no discriminación para las personas trans, un grupo poblacional que confronta gran discriminación. 

Legislar en favor de los derechos de esta comunidad transexual, representa la consolidación del marco jurídico 

mexicano, ajustado a los tratados internacionales de derechos humanos, que resguardan la integridad del ser 

humano a partir del reconocimiento y respeto de su identidad. 

La Convención Interamericana de Derechos Humanos plantea la necesidad de que los Estados adopten medidas 

administrativas y legislativas que garanticen el respeto y reconocimiento legal, así como el derecho de cada 

persona a la identidad de género que ella defina para sí, asegurándose de que todos los documentos de identidad 

emitidos por el Estado, en los cuales se mencione la identidad de género, reflejen su autodeterminación, como se 

menciona en el texto citado. 

El reconocimiento legal de la identidad de género de las personas transgenéricas y transexuales se ha logrado en 

diferentes países, entre los cuales se encuentran Estados Unidos (Illinois, 1961; Arizona, 1967; Luisiana, 1968; 

California, 1977), Suecia (1972), Alemania (1980), Holanda (1985), Australia (en la parte sur: 1988), Austria 

(1993), Finlandia (2002), Sudáfrica (2003), Reino Unido (2004) y España (2007) y en los que se permite la 

rectificación de nombre y sexo en la documentación oficial. Algunos exigen la cirugía previa para el 

reconocimiento legal de la identidad de género del solicitante.9 

De acuerdo con datos del Registro Civil de la Ciudad de México, de enero de 2013 a marzo de 2019 se han 

entregado 3 mil 866 actas de cambio de identidad de género y reasignación sexo-genérica; 2015 y 2017 fueron 

los años con la mayor cantidad de trámites, con mil 159 y mil 60, respectivamente. 

Con esta iniciativa buscamos reconocer en el Código Civil Federal el derecho de las personas trans al desarrollo 

libre del género con el cual se identifican , a efecto de facilitar y simplificar el trámite para que obtengan su 

nuevo documento de identidad (acta de nacimiento). Asimismo, con esta reforma se armoniza la legislación 

federal y la de la Ciudad de México para este tema, única entidad hasta el momento en reconocer el derecho a la 

identidad de género; y al mismo tiempo, exhortamos al resto de las entidades federativas en la República 

Mexicana a fin de que reformen sus códigos civiles locales para que sean acordes con el contenido del 

presente decreto y se reconozca este derecho en todo el país. 

Dado el ámbito espacial de validez del Código Civil Federal, con esta reforma las y los ciudadanos mexicanos en 

el extranjero podrán hacer valer este derecho ante los consulados y las embajadas del país en que se encuentren, 

beneficiando así a una mayor cantidad de población. 

Para mayor entendimiento se anexa el cuadro comparativo de la propuesta planteada: 



 

 
 



 

 
 



 

 
 

 

Por lo expuesto y fundado se propone la siguiente iniciativa con proyecto de 



 

 
 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversos artículos del Código Civil Federal, en materia de 

identidad de género 

Único. Se reforman el artículo 35, 134, la fracción II del artículo 135, 137,138 y 138 Bis; y se adiciona una 

fracción III al artículo 135, 135 Bis, 135 Ter, 135 Quáter, para quedar como sigue: 

Artículo 35. En la Ciudad de México estará a cargo de los jueces del Registro Civil autorizar los actos del estado 

civil y extender las actas relativas a nacimiento, reconocimiento de hijos, adopción, matrimonio, divorcio 

administrativo y muerte de los mexicanos y extranjeros residentes en los perímetros de las alcaldías de la Ciudad 

de México, levantamiento de una nueva acta de nacimiento para el reconocimiento de la identidad de 

género, previa anotación correspondiente al acta de nacimiento primigenia, así como inscribir las ejecutorias 

que declaren la ausencia, la presunción de muerte, el divorcio judicial, la tutela o que se ha perdido o limitado la 

capacidad legal para administrar bienes. 

Artículo 134. La rectificación o modificación de un acta de estado civil, puede hacerse ante el juez del Registro 

Civil , el cual se sujetará a las prescripciones de este código. 

Artículo 135. Ha lugar a pedir la rectificación 

I. Por falsedad, cuando se alegue que el suceso registrado no pasó; 

II. Por enmienda, cuando se solicite variar algún nombre u otro dato esencial que afecte el estado civil, la 

filiación, la nacionalidad, el sexo y la identidad de la persona. 

III. Por existencia de errores mecanográficos y ortográficos. 

Artículo 135 Bis. Pueden pedir el levantamiento de una nueva acta de nacimiento para el reconocimiento 

de la identidad de género, previa la anotación correspondiente en su acta de nacimiento primigenia, las 

personas que requieran el reconocimiento de su identidad de género. 

El reconocimiento respectivo se llevará a cabo ante las instancias y las autoridades correspondientes del 

Registro Civil de la Ciudad de México, cumpliendo todas las formalidades que exige el Reglamento del 

Registro Civil de la Ciudad de México. 

Se entenderá por identidad de género la convicción personal e interna, tal como cada persona se percibe 

así misma, la cual puede corresponder o no, al sexo asignado en el acta primigenia. En ningún caso será 

requisito acreditar intervención quirúrgica alguna, terapias u otro diagnóstico y/o procedimiento para el 

reconocimiento de la identidad de género. 

Los efectos de la nueva acta de nacimiento para identidad de género realizados serán oponibles a terceros 

desde su levantamiento. 

Los derechos y obligaciones contraídas con anterioridad al proceso administrativo para el reconocimiento 

de identidad de género y a la expedición de la nueva acta, no se modifican ni se extinguen con la nueva 

identidad jurídica de la persona; incluidos los provenientes de las relaciones propias del derecho de familia 

en todos sus órdenes y grados, los que se mantendrán inmodificables. 

Artículo 135 Ter. Para realizar el levantamiento de una nueva acta de nacimiento para el reconocimiento 

de identidad de género, las personas interesadas deberán presentar: 



 

 
 

I. Solicitud debidamente requisitada; 

II. Copia certificada del acta de nacimiento primigenia para efecto de que se haga la reserva 

correspondiente; 

III. Original y copia fotostática de su identificación oficial; y 

IV. Comprobante de domicilio. 

El levantamiento se realizará en el juzgado central, se procederá de inmediato a hacer la anotación y la 

reserva correspondiente; si se hiciere en un juzgado distinto, se dará aviso mediante escrito al juzgado en 

que se encuentre el acta de nacimiento primigenia para los mismos efectos anteriormente señalados. 

El acta primigenia quedará reservada y no se publicará ni expedirá constancia alguna, salvo mandamiento 

judicial o petición ministerial. 

Una vez cumplido el trámite se enviarán los oficios con la información, en calidad de reservada, a la 

Secretaría de Gobernación, Secretaría de Finanzas, Secretaría de Educación Pública, Secretaría de Salud, 

Secretaría de Relaciones Exteriores, Instituto Nacional Electoral, Tribunal Superior de Justicia de la 

Ciudad de México, Fiscalía General de la República, Consejo de la Judicatura Federal y adonde se 

considere pertinente para efectos legales procedentes. 

Artículo 135 Quáter. Además de lo señalado en el artículo anterior, para el levantamiento del acta 

correspondiente, se deberá cumplir con los siguientes requisitos: 

I. Ser de nacionalidad mexicana; 

II. Tener al menos 18 años de edad cumplidos; 

III. Desahogar en el Juzgado Central del Registro Civil, la comparecencia que se detalla en el reglamento 

y manual de Procedimientos del Registro Civil; y 

IV. Manifestar: el nombre completo y los datos registrales asentados en el acta primigenia y el nombre 

solicitado sin apellidos y en su caso, el género solicitado. 

Artículo 137. El trámite de rectificación de acta se seguirá en la forma que establezca este código. 

Artículo 138. La sentencia que cause ejecutoria por divorcio y adopción se comunicará al juez del Registro 

Civil y éste hará una referencia de ella al margen del acta impugnada, sea que el fallo conceda o niegue la 

rectificación. 

Artículo 138 Bis. La aclaración, o rectificación de las actas del estado civil, procede cuando en el levantamiento 

del acta correspondiente, existan errores de cualquier índole y deberán tramitarse ante la oficina del Registro 

Civil. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 



 

 
 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

Tercero. Se exhorta a los congresos locales a armonizar sus legislaciones civiles con el contenido del presente 

decreto. 
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